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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el señor Julián Penagos Correa contra el auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 24 de octubre último, por medio del cual rechazó la acción popular que propuso frente al Banco BBVA, sucursal Pereira.
ANTECEDENTES

1) Pretende el interesado se declare que se afecta el acceso de las personas minusválidas al cajero automático ubicado en la carrera 7 número 19-68, donde funciona el Banco demandado, al que debe ordenársele que en el término de treinta días realice las adecuaciones necesarias para que cese la vulneración. 
2) Por auto del 9 de septiembre del corriente año el señor Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira inadmitió la demanda porque no se aportó el certificado de existencia y representación de la entidad demandada y  como no se subsanó en el término concedido, decidió rechazarla mediante  providencia del 24 de octubre. 

3) Inconforme con esta decisión, el actor interpuso recurso de apelación, que fue concedido en proveído de noviembre 11 pasado. 
Expuso que la demanda no ha debido rechazarse porque cumple los requisitos formales exigidos por el artículo 18, literal d) de la Ley 472 de 1998, sin que sea necesario aportar el certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada, porque en éste tipo de acciones sólo se puede exigir al interesado que identifique el causante presunto del daño, si lo conoce, como efectivamente lo hizo en la demanda. 
CONSIDERACIONES

1) Es lo primero advertir que mediante sentencia C-377 de 2002 la Corte Constitucional declaró exequible el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 que autoriza el recurso de reposición contra los autos dictados en el trámite de la acción popular y en consecuencia, se ha estimado que no procede el de apelación frente a esa clase de providencias.

Sin embargo, esta Sala, con el fin de garantizar los derechos fundamentales de defensa y de  acceso a la justicia, acoge el criterio amplio que plasmó el Consejo de Estado en providencia del 2 de septiembre de 2004 y que le permitió concluir que el auto que rechaza la demanda sí es susceptible de apelación: 
“Entonces en las acciones populares el auto de rechazo de la demanda será recurrible en apelación por dos situaciones jurídicas: la primera concerniente a que la ley determinó que los procesos promovidos en ejercicio de las acciones populares tienen dos  grados  de decisión ( art. 16 de la ley 472 de 1998) y la segunda situación, referente a que el C.C.A. prevé que el auto de rechazo de la demanda en asunto de dos instancias es apelable (arts. 181 num. 1 y 129 ibídem).

“El pronunciamiento citado confirma lo expresado por ésta Sala en oportunidades pasadas sobre el asunto en análisis, y, además, hace efectiva la garantía del derecho a la administración de justicia y la prevalencia del derecho sustancial.”  

Es esa la razón por la cual se ha dado trámite al recurso de apelación que ahora se resuelve.

2) Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional. Esa disposición fue reglamentada mediante Ley 472 de 1998 que las define en su artículo 2º como mecanismos para la protección de los derechos e intereses colectivos y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.

Dice el artículo 20 de la citada Ley:

“Admisión de la demanda. Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la presentación de la demanda o petición inicial, el juez competente se pronunciará sobre su admisión.

“Inadmitirá la demanda que no cumpla con los requisitos señalados en esta ley, precisando los defectos de que adolezca para que el demandante los subsane en el término de tres (3) días. Si éste no lo hiciere, el juez la rechazará.”

Predica esta disposición el único evento en cual es posible el rechazo de la acción popular. 

Por su parte el artículo 18 Ibídem, determina en forma clara los requisitos que debe cumplir la demanda y son ellos: a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; b) la indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición;  c) la enunciación de las pretensiones; d) la indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible; e) las pruebas que pretenda hacer valer; f) las direcciones para notificaciones y g) el nombre e identificación de quien ejerce la acción.

La señora Juez Segundo Civil del Circuito de la ciudad inadmitió la demanda al considerar que no reunía los requisitos formales porque debía aportarse el certificado de existencia y representación legal de la entidad bancaria, con fundamento en el artículo 77 del Código de Procedimiento Civil y como dentro de la oportunidad para corregir, se  guardó silencio, la rechazó.

Sin embargo el vicio que encontró configurado el a-quo no está previsto por el legislador como circunstancia que justifique inadmitirla, ya que la normatividad que regula la acción popular sólo exige que se señale el nombre de la persona, natural o jurídica, si es posible, contra quien se dirige la demanda, y en consecuencia, el auto impugnado lesiona el derecho a un debido proceso, además el acceso a la justicia de quienes ante ella acuden con el fin de resolver conflictos sociales. 

El artículo 29 de la Constitución Nacional consagra como derecho fundamental el debido proceso. Los jueces, como autoridades públicas, deben respetarlo y una de las formas para lograrlo es la prohibición de hacer aquello para lo cual no se encuentren autorizados en la Constitución o en la Ley. (artículo 121 C.N.)

Así las cosas, y como la demanda no ha debido inadmitirse, pues reunía los requisitos formales que para el caso concreto prevé la ley, tampoco procedía su rechazo. En consecuencia, se revocará el auto impugnado y en su lugar se dispondrá su admisión.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia,
R E S U E L V E :

Revocar el auto proferido el 24 de octubre de 2008, por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad y, en su lugar:
a.- Se admite la acción popular instaurada por el señor Julián Penagos Correa contra el banco Bilbao Vizcaya Argentaria Colombia S.A. –BBVA-.

b.- De la misma córrase traslado a la demandada por el término de diez (10) días, para lo cual se le notificará el presente auto y se le hará entrega de copia de la demanda con sus anexos a fin de que tenga oportunidad de contestarla y solicitar las pruebas que pretenda hacer valer. En el acto de notificación, que se surtirá en la forma dispuesta por el Código de Procedimiento Civil, se le hará saber, que la decisión será proferida dentro de los treinta (30) días siguientes al vencimiento del término anterior.

c.- De la iniciación del presente trámite, infórmese a los miembros de la comunidad a través de un medio masivo de comunicación en la ciudad de Pereira o de cualquier mecanismo eficaz.

d.- Igualmente notifíquesele este auto al Defensor del Pueblo y al Ministerio Público para los fines previstos en los artículos 13 y 21 de la Ley 472 de 1998. 
En firme este auto, remítase la actuación al juzgado de origen.

Notifíquese,

Los Magistrados,

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS                          

GONZALO FLOREZ MORENO     
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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